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procedimiento. entre la Sala de lo Contencioso-A.dministrativo de la
Audiencia Territorial de Madrid o la correspondiente de la Audiencia
Territorial de Santa Cruz de Tenerife. y que los recurrentes elígíeron la
Sala de la Audiencia Territorial de Madrid, ante la que se sustanció el
procedimiento, El conocimiento que el señor Urquiza Ríeu tuvo de los
recursos administrativos frente a su nombramIento, no puede suponer
tamblen la carga de prever la posible incoación de un procedimiento
contencioso-administrativo ante una variedad de órganos jurisdicciona­
les (Audiencia Nacional. Territorial de Mndrid o de Santa Cruz de
Tencrife) o de atender a los emplazamientos edictalcs realizados por
estos, en defecto de emplazamiento personal. La existencia de un
proccdimiento administrativo previo no puede, como es obvio, excusar
la necesidad de llamar al proceso contencioso~administrativo a los
afectados que hayan intervenido en la vía administrativa, para hacer
posible la defensa de sus intereses.

Por lo que se refiere a las aleg¡¡ciones de los senores Salvador
Rodríguez y Martín Martin, en el sentido de que el recurrente conoció
de hecho la existencia del procedimiento contencioso-administrativo,
debeconcurrirse con el Ministerio Fiscal en que es posible la simple
sospecha, atendidas las circunstancias (localidad relativamente pequeña
y mi~'!1a profesión de l~s recurrentes y del señor Urquiza Rieu). Pero
tamblen ha de concurnrse con él en que ello no es bastante para
justificar un conocimiento suficiente. Y. además. 10,5 señores Salvador
Rodríguez y Martín Martín. que han comparecido en el procedimiento
de amparo, no han aportado dato o medio.de prueba alguno que acredite
la realidad de sus afirmaciones y la existencia de conocimiento, por
parte del demandante de amparo, del procedimiento contencioso en
cuestión: Procedimiento que además, debe recordarse. se seguía ante la
Audiencia Territorial de Madrid. Por eno es necesario partir de los datos
que obran en las actuaciones: Que el señor Urquiza no fue emplazado
personalmente, a pesar de ser perfectamente identificable v tener interés
directo en el procedimiento. .

4. Procede, a la luz de lo expuesto, concluir que se ha producido la
vulneración alegada por el recurrente. de su derecho de defensa.
reconocido en el art. 24.1 de la Constitución. En consecuencia, y para
reponerle en su derecho, ha de declararse la nulidad de la Sentencia
impugnada, y la correspondiente retroacción de las actuaciones.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QVE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE LA NACIÓN
ESPAÑOLA,

Ha deddido

Estimar el recurso de amparo interpuesto por don Domingo Urquiza
Rieu y, en consecuencia:

l. Anular la Sentencia de la Sala Segunda de lo Contencioso~
Administralivo de la Audiencia Territorial de Madrid de 19 de enero
de 1987, dictada en el recurso 1.181/1985.

2. Reconocer el derecho del recurrente a ser emplazado personal­
mente en el recurso contencioso-administrativo antes citado.

3. Restablecer al recurrente en la integridad de su derecho y para
ello retrotraer las actuaciones del mencionado recurso al momento
inmediatamente posterior al de su interposición, debiéndose emplazar
personalmente al solicitante de amparo para que pueda comparecer y
defender sus derechos.

PubJíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid, a seis de junio de mil novecientos noventa y
uno.-Francisco Tomás y Valiente.-Fernando García-Mon y Gonzjlez­
Regueral.-Carlos de la Vega Benayas.-JesÚs Leguina ViHa.-Luis López
Guerra.-Vicente Gimeno Scndra.-Firmado y rubricado.

SENTENCIA

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente; don Fernando Garcia-Mon y
González~Regueral. don Carlos de la Vega Ben.ayas, don Jesús Le~uina

Villa, don Luis López Guerra y don Vicente Glmcno Sendra, Magistra­
dos, ha pronunciado

por la Sala Segunda de lo Contencioso-Administrativd de la Audiencia
Territorial de Valencia, sobre aprobación de los Estatutos de dicha
Universidad.

2. La demanda se sustenta en los siguientes hechos:

al Por Decreto del Consell de la Generalidad Valcnciana 172/l ')e.5,
de 28 'de octubre, se aprobaron los Estatutos de la Universidad de
Valencia. cuyo arto 12.1 c) establece el emblema de la Universidad. Este
precepto -que inicialmente figuraba en el arto 2- fue aprobado en una
reunión del Claustro Universitario Constituyente, tras ser rechazada la
enmienda presentada por don Antonio Llombart y otros, que preconi­
zaba un Escudo en el que en la parte central superior apareciera la
imagen de la Virgen de la Sapiencia, represel}t~da por el mismo dibujo
que. segun los enmendantes. figura secular e mmterrumpldamente en el
Escudo de la Universidad de Valencia desde su fundación. En cambio,
fue aprobada una enmienda transaccional en la que se ubicaba este
PfC'CCpto como art. 12 al final del Título Preliminar. estableciendo un
emblema en cuya composición no figuraba la referida imagen de la
Virgen de la Sapie.ná.l. .

bl Contra el CItado Acuerdo del Claustro y contra el CItado Decreto
17'2/ l 985. que aprobaba los Estatutos, se interpusieron sendos recursos
de reposición por don Antonio L10mbart y otros. Que fueron desestlma­
dm por resolución del Rector de aquella Universidad: deduciéndose
contra tJJcs Acw:rdos dcsestimatorios y contra los any:nores recur~o

comencioso-~dmlrli'itratlvoante la Audiencia Terntonal de ValenCIa.
que. en SentenclJ. de 11 de diciembre de 1987, estimó el recurso y anuló
los rdi:ridos Acuerdos. en lo relativo al arto 12. I cl y 2 de los Estatutos.
disponiendo asimismo que la palabra «Emblema». contenida en dicho
precepto. debía Ser sustituida por la de «Escuuo», .

e) Por la representación de la Gencra!Jdad Valencwna y por la de
aquella misma Universidad se recurrió en apelación ante cl Tribunal
Supremo. quc. por S...ntcncia de 12 de junio de 1990. dt;~estlmó los
recursos interpuestos, confirmando integra mente la resoluclOn apelada.

d) Contra la Sentencia de primera instancia de la Audiencia
Territorial de VaknCla v contra la del Tribunal Suprcmo que la
confirma, la CnivcrsiJad· de Valencia formula d presente recurso de
amparo, por entender vlilncr;:¡do el derecho a la autonomía universita­
ri::l, reconocido en el art, 27.10 de la c.E.. solicitando su anulación e
intcrl'sando. por otrosi, la suspensión de su ejecución.

J. La Sección Primera de este Tribuna!. por sendas prov1dencias
de J 2 de nOVIembre de 1990. acordó admitir a trámite la demanda. sin
perjuicio de lo que resulte de los ante('edentes, asi como a tenor de lo
dispuesto en el arto 51 de la LOTe reQuerir- atentam~nte al Tnbunal
Superior de Justicia de Valencia y Sala Tercera. del Tnbunal Supremo
para que remitieran testimonio de las actuacIOnes com:spondIc.ntes,
interesandose al propio tiempo el cmplazamlí:nto de qU1enes hublCran
sido parte en el prol."l:so judicial antecedente. excepto la recurrente en
amparo, para que. en el plazo de diez días. pudieran comparecer en este

Sala Primera. Sentencia 130;1991. de 6 de junio. Recurso
de amparo 1.879/1990. Universidad de Valencia contra
Sentencia del Tribunal Supremo confirmalOna de una
antt'rior de la Audiencia Territorial de Valencia. sobre
aprobación d,e los !ista~Ulo.S de Dicha Unirersidad. Derecho
de alltonOfnW llmrersllanQ.

17587
,(

l. Antecedentes

1. El 19 de julio de 1990 tuvo entrada en el Registro de este
Tribunal un escrito, mediante el que doña Esther Rodríguez Pcrez,
Procuradora de los Tribunales, en representación de la Universidad de
Va!cncia. interpuso recurso de amparo contra la Sentent:ia de la Sala
Tercera de! Jribunal Supremo, confirmatoria en apelaCión de la dictada

En el recurso de amparo núm. 1.879/1990. promovido por la
Univ\"rsidad de Valencia, representada por la Procuradora de los
Tribunales doña Esther Rodríguez Pérez, bajo la dirección letrada de
don Vicente Alvarez RublO, contra SentenCia de la Sala Tercera del
Tribunal Supremo, que contirmó en apelación la dictada por la Sala
Segunda de 10 Contencioso-A.dministralÍvo de la entonces AudienCia
Territorial de Valencia, sobre aprobación de los Estatutos de la
Universidad. Han sido partes el Ministerio FiscaL la Gcnernlidad
Valenciana, representada y defendida por el Letrado don Fernando Raya
Medina y los CatedrátJcos. Profesores titulares y ex alumnos Siguientes:
Don Antonio Llombart Bosch, don Juan 8ama Gollanes. don Manuel
Valdés Ruiz. don Francisco Javier García Conde, don Francisco Bosch
Arino, don José Cors Grau. don Juan Galvan Escutia, don Felipe Gario
Ortiz dc Taranco, don Vicente Akober Coloma, don Jose Ramón
C¡¡sabó Raiz. don Jeslls Balles1efOs LJombart. don Jose Ignacio Garcia
Ninct. don Anlonio Molina I\klij, doña Tc-resa Puc-ntc i\funoz. don
Ignácio Carrau Lconarte. don Roberto \.-lorodcr r-.IoJina. don Jose l'vIaria
lbar•.! Chabrct. don Vicente Soria Madrid v don Juan Antonio Ruiz
Santa maría: todos ellos representados por el Procurador de los Tribuna­
les don Juan Luis Pérez-MuJct y Sujrez_ y bJ.]o la dirección letrada. de
don Ildefonso Pastor Burrie! y don Juan Galvañ Escuna. Y ha SIdo
Ponente el Presidente. don Fnincisco Tomás y Valiente, quien expresa
el pare('er de la Sala.
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proceso constitucional. Igualmente. y de confi.Jrmid:ld ':00 ;0 .~obcitado
pe:" la actara. se ordenó formar pieza separada de suspensión. d tenor de
]0 dispuesto en el arto 56 LOTe, y conceder plazo comU:l. de tres dias
a la recurrente 'i al Min.isterio FiscaJ para que alegasen 10 conveniente.

4. Substanciado el incidente de suspensión. la SJía Primera de c<;lc
Tribunal. por Auto de 10 de diciembre de 1990, acuerda suspender la
ejecución de las resoluciones judiciales impugnadas hasta la declsmn det
presente recurso de amparo.

5. Con fecha de 19-de didt"mbre de 1990. la Genenlidad Valen­
ciana. representada por su Letrado, comparece en las actuaciones.
solicitando se le tenga por personada en el presente rCCUf",O de amparo.
Con Igual fecha, se registra de entrada en ¡;oste Tnbuna: otro escrito.
mediante el que don Juan Luis Pcrez-Mulet y Suárez, Procurador de los
Tribunales, en nombre y representación de don Antonio LJombart
Bosch y diecisiete más, solicita que se le tenga por comparecido y
personado en el presente proceso.

6. Por providencia de 21 de enero de 1991, la Sección Primera
acuerda tener por recibidas las actuaciones remitidas y por personado al
Letrado de la Generalidad Valenciana, en nombre de la misma, así
como al Procurador don Juan Luis Pérez-Mulet y Suárez, t:n nombre_y
representación de don Antonio L10mbart Bosch y otros: y, asimismo, de
conformidad con el arto 52 de la LOTe. dar vista de las actuaciones por
plazo común de veinte días al Ministerio Fiscal y al resto de los
comparecidos en el presente proceso para que formulen las alegaciones
que a su derecho convengan.

7. Por escrito de 11 de febrero. el Ministerio Fiscal realiza las
alegaciones que estima convenientes. y que pueden resumirse como
sigue: .

a) Tras exponer de forma resumida los antecedentes del caso,
destaca la poca concreción con la que la parte actora invocó los derechos
fundamentales que aquí se hacen valer en el escrito de alegaciones
afcctuado en el recurso de a~lación, donde para nada se cita la
autonomía de la Universidad; SI bien, entiende el Ministerio Fiscal que
hay que tener por invocado dicho derecho fundamental por la remisión
efectuada a la alegación cuarta de la Generalidad Valenciana, que cita
el arto 27.10 de la C.E.

b) A continuación centra el Fiscal la cuestión planteada en el
examen de si la Universidad de Valencia puede, dentro de sus Estatutos,
darse a sí misma la representación emblemática que desee, sin más
requisitos que la aprobación por la mayoría de su Oaustro Constitu.
yente. y con la denominación que estime mas oportuna, y sí tal facultad
desborda o no el ámbito de la autonomía universitaria.

e) Así centrado el problema, recuerda el Fiscal la doctrina de este
Tribunal sobre la autonomía universitaria como garantía institucional y
derecho fundamental, y advierte que desde la óptica constitucional hay
que reconocer al Claustro Constituyente la facultad, derivada de su
autonomía uníversitaria, de acordar los escudos o emblemas que estime
más pertinentes, sin más necesidad que la de obtener una mayoría
suficiente para la libre fonnación de la voluntad de sus integrantes, pues
lo contrario conduciría a la práctica negación de un ámbíto autónomo
en cuestiones que son meramente internas de la Universidad.

Concluye el Fiscal soJícitando la concesión del amparo solicitado.

S. La representación de la Gent=ralidad Vaienciana formula sus
alegaciones por escrito registrado el 11 de febrero de 1991. En eUas, la
qeneralidad Valenciana reitera -dándolas por reproducidas- las alega­
Clones efectuadas por la representación procesal de la UniverSIdad de
Valencia, y concluye interesando la concesión del amparo.

9. En escrito registrado el 18 de febrero de 1991 la representación
de la. Universidad de VaJencía ratifica y da por reproducidas las
alegaCIOnes, la argumentación y el suplico contenido en el escrito de
i~terposicióndel recurso, en el que básicamente la actara alegaba lo que
sIgue:

a) Que el derecho fundamental del arto 27.10 de la C.E. faculta a la
Universidad de Valencia para establecer su emblema o escudo en la
forma ac~rdada por el Claustro Constituyente. sin sujetarse a anteceden­
tes l1Jstóncos o tradicionales y sin más limitaciones que las contenidas
en la Ley de Reforma Universitaria, o las exigidas por otros derechos
fu.nd~mentales, l~ necesaria coordinación, el concepto de servicio
p~bhco de la Umversidad y el cumplimiento estricto de la legalidad
vIgente.

b) Que ningún derecho fundamental se ha conculcado con la
decisión por el Claustro del simbolo o escudo universitario, mediante un
Ac~erdo válidamente adoptado en el ejercicio de la autonomia universi­
tana, que no puede anularse- por la sola circunstancia de no hacerse
constar en la ccrtifJcación del acta de la sesión cuajes documentos se
tuvier~m en cuenta y cuáles no. puesto que todos los que cst<l:oon en el
expedtente deberían haber sido conocidos por los miembros del ónzano
colegiado constituyente. -

. c) Que siendo ciert? que el ejercicio de la autonomia administra­
tlva debe estar subdordmada a un interés públlco cuando se está ante

aet)s administrntivos ü e..:da.aciones de voluntad de la \dmlnistración
susceptibles de producir eteuos jurídicos sobre los administrados. tal
CDsa no ocurre resp.:.·cto dd acto o acuerdo de un órgano de un ente
¡Júblico por el cual se ti,;;) tI simbolo del mismo. al ser éste mas que un
acto administrativo un acto de la AdminístrnClón qu~ no produce
efectos jurídicos ni altera la situación Jurídica subjetí va de fos. adminis·
trados. por lo que no pude verse la autonomía uniwfsitana limnada
por la necesidad de jU:it¡fiC'Jr eualquid cambio en esta matería por ~l

interés publico.

10. Con fecha 14 de febrero de 1991, el Procurador don JUJn Luis
Pércz-Mulet y Suára. en representación de don Antonio Llombart
Bosch y otrós. tras relatar los antecedentes del caso, formula las
akga¡,;ioncs que a continuación se resumen:

al El arto 11 de los Estatutos, al suprimir la imagen rnariana del
escudo de la Lini-...:rsidad de V;llcncia, carece de toda explicación
racional. no habiendose aportado ningún motivo material. jurídico,
académico o histórico qu;: lo justifique. pues el derecho fundamental de
autonomía universitaria no excluye las limitaciones que le imponen
otros derechos o principios constitucionales como los comprendidos en
los arts. 9.1 y 3; 103.1; lO6.1 de la c.E.

b) El Acuerdo del Claustro por el que se suprime del escudo de la
Universidad la imagen de la Virgen de la Sapiencia no puede fundamen~

tarse en el principio de autonomia universitaria. careciendo de causa
jurídico-administrativa por no corresponder a ningún interés público
que afecte a los principios de libertad de cátedra, libertad de investiga­
ción y libertad de estudio; por lo que vulnera también el arto 27.10 de
la c.E. y los arts. 2 y 3.1 de la Ley de Rcforma Universitaria. Conluye
solicitando la denegación del amparo.

1l. Por providencia de 3 de junio se señaló para deliberación y
votación el próximo 6 de junio.

II. Fundamentos de derecho

l. La Universidad demandante de amparo denuncia la violación de su
derecho fundamental de autonomía univC:niitaria (art. 27.10 de la c.E.);
violación imputable de modo inmediato y difa.-10 (art. 44.1 b) WTq a dos
resoluciones judiciales (de la Audiencia Territorial de Valencia y del
Tribunal Supremo) que anulan el arto 12, párrafo 1.0. letra e), apartados
1, 2 y 3. Y párrafo 2." de los Estatutos de la Universidad Valenciana,
declarando además Que la palabra «Emblema» contenida en el arto 12.1
«es contraria a Derecho y por tanto jurídicamente inaplicable, por falta

_de idoneidad y sentido correcto en el presente caso y que debe ser
sustituida ~r la de "Escudo" de la Universidad de Valencia. como
denominaCIón correcta legaL.» (Sentencia de la Audiencia Territorial de
Valencia de 11 de diciembre de 1987).

El Tribunal Supremo. en apelación, confirma en todas sus partes la
Sentencia recurrida sobre la base -en síntesis- de los dos siguientes
argumentos:

a) Por violación del arto 47. l c) de la Ley de Procedimiento
Administrativo y ello porque «no consta en el acta de la sesión en que
fue aprobada la "supresión de la imagen" que antes existía en el Escudo
de la Universidad ni en la orden de convocatoria. que los asistentes al
acto tuvieran a su disposición los escritos de los Catedrúticos. Profcso­
res, Ex-Alumnos y Alumnos de la Universidad en que expresaba.n sus
razones para oponerse a di.:ha. supresión en el Escudo de la Uniwrsidad;
asimismo no consta tampoco que se pusieran de manifiesto los Informes
de las Reales Academias de Medicina y de Bellas Artes de San Carlos...
que de forma unánime)' motivada eran contrarias a la supresión de
dicha imagen en el escudo en cucslÍón; con lo que. al no poder tener en
cuenta muchos de los miembros del Claustro Constituyente, para la
formación de la voluntad individual de cada uno de ellos, el contenido
explícito de los referidos Informes, no pudo formarse adeCU1damente
ésta y, por ende, la voluntad colegiada del Organo que produjo el acto
de -aprobación de los Estatutos de actual referencia...» (fundamento
jUrídICO 4.~.

b) Por conculcar el arto 9.3 de la CE. en lo relativo a la
..ünterdicción de la arbitrariedad de los Poderes Públicos». pues falta en
el «a<.:to administrativo "causa jurídica" fundada en un interes público
o en un interés del servicio publico de la docencia al que la UlIiversidad
de Valencia viene obligada a prestar conforme a la legislación
vigente...»; y ello porque «en el expediente administrativo no consta
fundamento objetivo, razonamiento ni demostración alguna. que jurídi­
camente justifique que la supresión de la tradicional y aludida imagen
de la ....Virgen de la Sapiencia" en el Escudo o Embkma de la
Universidad. haya de ser procedente....»~ «y sm embargo -añade el
fundamento quimo Jc la Sentencia del Tnbunal S¡;premo- la Adminis·
tración trata de fundamentar dicha supresión, solamente en la aconfesio­
nalidad religiosa del Estado que determina la constitución y en la
voluntad del Claustro Constituyente de la Universidad, producida por
la mayoría absoluta de sus miembros, manifestada democráticamente. y
en uso del principio de autonomía de la Universidad que la Constitu­
ción y la Ley Orgánica de la Reforma Universitaria le confieren; mas,
lo cierto es que con dIo no se justitica que la actuación administrativa

!,
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se hubiera realizado en función de "un intérés publíco" o en función de
un "¡nterés de servicio público" que la actividad de la Universidad en
cuestión entraña...».

Eil definitiva. la cuestión planteada en el presente recurso de amparo
se ciñe a" determinar si las resoluciones judiciales impugnadas yulneran
o no el derecho de autonomía de la Universidad de Valencia. reconocido
en el art. 27.10 de la C.E.

2. Antes de entrar en el estudio de la cuestión de fondo planteada.
procede verificar el cumplimiento de los reqUisitos procedímentales de
la presente demanda al hilo de la observacion que formula el Ministerio
Fiscal respecto a la escasa concreción de la invocadón formal en el
proceso del derecho constitucional supuestamente vulnerado.

El examen de la documentación obrantc en autos no permite abrigar
duda alguna respecto a la existencía de tal invocación, pues la Universi­
dad actora comenzó sus alegaciones de rlpelación ante la Sala Tercera del
Tribunal Supremo manifestando que el acto objeto del recurso «consti­
tuye un elemento básico de sus facultades, enmarcado dentro del
derecho constitucional de autonomía». remitiéndose más adelante por
razones -dice- de economía procesal. y en cuanto a la posible
desviación de poder del Claustro Constituyente al punto «cuarto» de
las alegaciones' formuladas por la Generalidad de Valencia al apelar
asimism'p la Sentencia de la Audiencia Territorial. con invocación
expresa del art. 27.10 de la C.E.

La concisión o el parcodesarroI1o de la argumentación desplegada
por ~a recurrente para fundamentar la vulneración constitucional, acaso
pudIera explicar -según sugiere el Ministerio Fiscal- la asimismo escasa
atención dispensada por el Tribunal Supremo a la autonomía universita­
ria en su resolución confirmatoria de la Sentencia apelada, pero, desde
luego, y en ello también coincide el Fiscal. la concisión argumental
dc la actora no es obstáculo alguno para constatar la previa y efectiva
inyocación del derecho fundamental que aquí se denuncia y, por lo
mismo. el cumplimiento del requisito procedimental exigido por el
arto 44.1· c) de nuestra Ley Orgánica.

3. Todavía es menester otra observación preliminar que permita
enfocar el presente recurso de amparo y calibrar debidamente el
fundamento de la queja constitucional deducida. Es preciso, en efecto.
advertir que el problema suscitado no estriba e-n determinar si. dentro
del ámbito de la autonomía universitaria que la Constitución reconoce
y garantiza, se incluye o no la capacidad de la Universidad para elabomr
sus propios símbolos o darse a sí misma la representación emblemática
que estime más conveniente. En efecto, atendiendo a la jurisprudencia
de este Tribunal (SSTC 26/1987,5511989, 106/1990). es patente que si
bien la autonomía universitaria se concibe como un derecho de estricta
configuración legal, la_Universidad -una vez delimitado legalmente el
ámbito de su autonomia- posee en principio plena capacidad de
decisión en aquellos aspectos que no son objeto de regulación específica
en la Ley, y resulta asimismo patente que la concreción de este derecho
fundamental se materializó ~on la aprobación de la Ley de Refoma
Universitaria que, básicamente en su art. 3, ha precisado el conjunto de
facultades que dotan de contenido al derecho fundamental de autono­
mía universitaria; facuItades eutre las que se encuentra la potestad de
autonormación entendida como la capacidad de la Universidad para
dotarse de su propia norma de funcionamiento o. lo que es lo mismo,
de un ordenamiento específico y diferencilldo. sin perjuicio de las
relaciones de coordinación con otros ordenamientos en los que aquel
ncresariamente ha de integrarse,

No es menester, máxime a la vista de la jurisprudencia citada. otra
fundamemaci.ón que la que muy poderos;:¡me-nte se desprende de la
naturaleza mIsma de las cosas para concluir que la capacidad de la
UniverSidad valenciana para adoptar ~u escudo. sello o símbolos de
identidad y r~prcscntación en modo alguno d('sborda las facultades
legalmente a~i1gnadas a la institución universitana. SIllO que se com·
prende con evidencia y naturalidad en el contenido normal de la
potest:ld de autonormación en la que también se concreta su autonomía.
Por 10 demás así lo corrobora. de una partt'. el hecho de que la
Universidad aquí demandante no hava sido la tinica en ejercer en este
ámbito su potestad de autoordenación. v de otra. el qw: ninguna de las
partes comparecidas -tanto en esta instancia constitucional como en la
via judicial previa- hayan enderezado argumentación alguna a discutir
a la Universidad recurrente la capacidad de adoptar sus símbolos de
representación e identificación, pues, en efecto. lo que aqui se debate no
es esa facultad en sí. sino el modo en qu..: t'l Claustro universitario
constituyente se valió de ella para modillc::¡r la simbología que venía
identificando a la Universidad valenciana.

Por consig.uiente, convienc ya precisar que lo que se ventila en este
proceso conslltuclonal no es tanto el ámbito o el contenido material de
la autonomía universitaria, sino más bien í.'1 alcance de! control judicial
de una concreta decisión ndoptada por dicha imtitllt:lon en el ejercicio
de su autonomla. de suerte qu~ d objeto del presente recurso dc amparo
no es determmar si la capaCidad de elegir sus propios slmbolos
constituye o no una extralimitación de la autonomía universitaria. sino
decidir si la revisión jurisdiccional lIeyada a cabo por el órgano judicial
del acuerdo adoptado por el Calustro Constituyente interfiere la autono­
mía universitaria o, por el contrario. se cinc a los márgenes de

fiscalización y control que el derecho constitucional de autonomiJ.
permite a la intervención judicial.

4. Pues bien, con tales matizaciones procede ya examinar ,,1 S(~ntido

de las resoluciones judiciales impugnadas y su incidcm:ia en el derecho
fundamental que se entiende lesionado.

Según queda dicho en el fundamento l.u. dos son hs razones en las que
se apoya el Tribunal Supremo pam continuar en todas sus partes la
Sentencia apelada, Se cifra la primcrJ d\;~ ellas en consid\;'raciones de merJ.
k--galidad al apreciar el órgano judicial detcnninados vicios de procedi·
miento en la 5(.-sión del Clnustro Constituyente «en que fuc aprobada la
supresión de la imagen que-antes exístia en el escudo de la Univcrsidad»;
lo que. en aplicación del arto 47.1 c) de la Ley de Pro(:edimicnto
Administrativo. le lleva a declarar la nulidad del acto concretamente
impugnado, al intringirse «las normas esenciales para la formación de la
voluntad de los órganos colegiados». Consiste la segunda en la vulnera·
ción que se estima producida del art. 9.3 de la CE. en 10 relativo a la
interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos. por faltar en el
acto administrativo causa jurídica fundada en un interés público.

La primera de las razones aducidas se reduce a una cuestión de
legalidad ordinaria cuya interpretación y aplicación compete a 105 Jueces
y Tribunales en el ejercicio exclusivo de la potestad que les reconoce el
arto 117.3 C.E.• y respecto de la que en principio nada le cumple decir
a este Tribunal. salvo que con ella se viole algún derecho o garantía
constitucional; situación ésta que es la acaecida, como de inmediato se
razonará, en el presente caso.

No indaga el órgano'judicial en las actuaciones ni en la documenta­
ción obrante en· autos para verificar si los referidos escritos e informes
se hurtaron al conocimiento de los claustrales o estuvieron, en cambio,
a su libre disposición, pues no cabe razonablemente dudar que el
contenido de unos y otros hubo de ser -o pudo serlo. al menos­
suficientemente aireado y esgrimido en los debates previos a la votación
por quienes defendieron la opción que, efectuada aquélla, resultó ser la
minoritaria del Claustro. No niega en ningún momento el órgano
judicial que los documentos, informes o dictámenes estuvieran incorpo­
rados al ex.pediente, ni que este estuviera en todo momento a disposi·
dón de los claustrales, sino que radica el vicio sustancial del procedi­
miento en el insuficiente contenido del acta de la sesión. No se afirma,
pues, en ningún momento que hubiera desconocimiento u ocultación de
documentos existentes en el expediente, ni que se impidiese la libre
discusión y decisión por parte del Claustro, en que reside la principal
garantía del procedimiento. sino que en el acta no consta que todos los
claustrales tuvieran de hecho presentes todos los documentos. Asi las
cosas. el vicio no se sitúa en el momento de la formación de la voluntad
del Claustro. sino en otro posterior a la misma y meramente formal.

Pues bien, este Tribunal, que tiene vedado revisar o entrar a conocer
de los hechos que dieron lugar al proceso {arto 44. t b) LOTC], no debe,
en cambio, abstraerse de las consecuencias jurídicas Que el órgano
judicial extrae de los mismos cuando. viéndose rlfectJdo un derecho
fundamental. tales consecuencias resulten desproporcionadas o supon­
gan para el derecho fundamental en cuestión una injerencia. sacrificio o
menoscabo en modo alguno justificado, razonable. O. simplemente.
acorde con la naturaleza y gravedad de la infracción o irregularidad
producida. justo esto es_lo que acontece en el presente caso donde el
necesario juicio ponderativo y la ad\;'Cuada valoración de las exigencias
inherentes al derecho fundamenta! de la autonomia universitaria.
conduce. a concluir que. no estando afectado ningún otro derecho
fundamental, el de autonomía universitaria que consagra d arto 17.10 de
la CE. no puede quedar enervado por la sola circunstancia de no hac.:rsc
constar en la certificación del acta de la sesión qué documentos se
tuvieron en cuenta y cuáles no. pucsto que -como alega la Univcrsidad
actora- todos los que est:lban en el expediente d~bcrían haber sido
conocidos por los c!australcs o. por lo menos. y sin duda alguna.
pudieron serlo. Es eVidente. en fin. que la no constancia en acta de
escritos e Informes no preceptivos no autoriza a (:onc!ulr que unos)
otros no fueron conocidos en la ddensa \' en el debate de las diterentes
posiciones del Claustro. finalmente zanjjdo por el. acuerdo mayoritario
del órgano colegiado constltuyente. En consecuenCia. el primer reproche
judicmlmente apreCiado contra la valldez del acuerdo en cuestión debe
s\?r desechado.

5., Radica el segundo de los reproches apreciados por el órg:mo
judICIal en conSiderar que el acucrdo dd Claustro Constituycnte incurre
en la arhitraricdad cuya interdicción consagra d art. 9,3 d~ la C.E.. al
faltar en <.'1 acto adminislrati\-o (Causa juridicm, funJacb en un interé~
publico, y ello porque «en el t"xpcdiente administratIvo no con<;!a
funJamt'nto obj<.'tivo. razonamiento ni dcmostración alguna que juridi·
cament\? justifique que la supresión de la tradil,:icnal y aludida ima·
gen ... h.aya de s~'f proccdente»

En igual Sl:'ntido se orientan las alegaciones vertidas por la. reprl'<;cn­
[anClón prou"sal de don Antonio Llombart y otros profl.'~uresde 3quella
Vniversidad. quienes consideran qUI: el rctcrído acu\;'rdo del Claustro
aJem<is .1(' i..'oncukar el art. 9.3 de la C.E.. contraviene el principio de
kgalidad con~titucional que se cOllcreta en los art. 103.1 y IOó.1 de la
C.E.. y el principio mismo de autonomía universitaria. pues la supresión
de la imagen mariana no tiene como fundamento nmguno de los
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principios constitutivos de dicha autonomía definidos en el 3rt 2.1 de
la LRU.

Frente a ello. tan~,? la Universidad autora deI acto que se debate.
como ,la representaclOo. pro~es~l de. la Generalidad Valenciana que
apro~o los Estatutos Unlversltanos Sin establecer ninguna objeción de
legJ.l,Hlad. al e.mblema aprobado por la Universidad, y, en tino el propio
~'tmlSleno Fiscal descartan .Ia eX,istencia de precepto legal. derechos
fundam~nt.alesde terceros nl obstaculo alguno que pueda oponer\c a la
voluntad l~brcmentc formada de los claustrales; pues. según seilala en
sus alegaCiones el FiscaL «desde la óptica constitucionaL hay que
reconocer al Claustro Constituyente la facultad -derivada de su autono­
mía universitaria- de acordar ·los escudos o emblemas que estime más
pertinentes. y eHo sin mas neCt.."Sidad que la de obtener una mayoría
!>uficíen,te para la formación de la líbre voluntad de sus integrantes. Lo
contr~no nos llevaria a la práctica negación de un ámbito autónomo en
cuestIOnes que' son meramente internas de la Universidad».

Las .re~o~ucionesjudiciales aqui debatidas apelan a la inexlStencía de
causa Jundlca fundada en un interés público. como elemento de
contraste para .apreciar la arbitraried~d del acuerdo adoptado por el
Claustro Constituyente y, por ello mIsmo, la vulneración del arto 9.3
de la C.E.

. Sin embargo, yen la línea de lo alegado Por el Ministerio Fiscal,
lOt~resa .rec~rdar que de acuerdo con el arto 12.1 de la Ley de Reforma
Umvcrs.Itana los Estatutos habrán de ser aprobados «si se ajustan a lo
estableCIdo en la presente Ley»; admitiéndose naturalmente sobre ellos
un contro~ de .Jegal!d~d,pero sin que quepa «un control de oportunidad
o convemenCla, m SIqUIera de carácter meramente técnico dirigido a
perfeccionar la redacción de la norma estatutaria» (SSTC 26/1987 y
55/l989, fundamento jurídico 4.°). Como ya advertíamos en esta ultima
Sentencia, «los Estatutos, aunque tengan su norma habilitante en la
LRU, no son, 7n realidad, normas dictadas en su desarrollo: son
r~~.lamentos a~lton?mos en los que. plasma la potestad de autoordena­
CIpO de ~a UntversIdad en los térmmos que permite la Ley. Por 1.."110, a
dIferenCIa de lo que ocurre con los reglamentos ejecutivos de leyes que
para ser 1~~les deben se~ir estrictamente el espíritu y la finalidad de
la ley habIlttante que les SIrve de -fundamento los Estatutos se mueven
en un ámhito de autonomia en que el contenido de la Ley no sirve sino
como paraJ!1etr~ controlador o límite de la legalidad del texto. Y, en
consecu~ncta, solo puede tacharsc de ilegal <).Iguno de sus preceptos si
co':ltrad~ce rrontalment~ las normas legales que configuran la autonomía
universltana, y. es válida. ~oda norma estatutaria respecto de la cual
q~epa tlguna mterprctaclOn legal» (STC 55/1989, fundamento juri­
dJCO 4. ).

. En. el ~'as~ qU7 n?s o~upa no hay que buscar «causa juridiea» o
«mtcres publico» JuStIficatIVOS de la voluntad claustral mas allá de ella
misma. Ni esta contradice valores, bienes o intereses constitucional­
mente tu~clad?s, n.i v~lne~a .precepto legal alguno configurador de la
autonomm uI:l1VersItana, nI Siendo el acuerdo claustral expresión de un
d~r~c.~o de hbertad debe .busc~rsele raíz o causa exógenos a la libre
declSlon ~Iaust~al. La raclOnah~ad del ac,:!erdo, implícita en él pero
compr~~sIbkStn esfuerzo, constste e:n conslder3r que es mas adecu3do
a la Joglca d~ un Estado aconfenslOnal un escudo uni,,-ersitario sin
el.ementos. .d7 significado rcligi~s? que con ellos. Sin duda es posible
dlS~!l.'par hC1~me~te de tal declSlon, pero lo que no resulta posible es
;:;.. llf¡carla, d.: 1.TfactOnal, absurda o arbitrarla, por lo qu..:: la interdicción
de- la arbltranedad de los poderes públicos (art. 9.3 c.E.). ::ntendida
como garantía sustantiva e irreductible a cualquier otra, no ha sido
vulnernda o uesconocida en el pres~nte caso. Como dijimos en nuestra
STC 94/l985 al símbolo político de una Comunidad Autónoma (alli). o
de u~a .Uniyersidad (aquí), corresponde <<al lado de una función
slgni!lcatlva mtegradora, una esenCial función representativa e identifi­
c.:Junra, que d.eb~ ejcrce~ con I¡~ mayor pureza y vinualidad posibles»
(fund~mento JUfl~ICO 7. ). Nadte dIscute, segun VImos al pnncipio de
esta tundamentaclOn, que se<l el Claustro constituwnte universitario
quien tiene la competencia para fijar esos signos de (dentificación. Pues
bien, dado que la capacidad del Claustro universitario para la elección
de sus símbolos representativos entra de plano en el contenido normal
de la potestad autonormativa de la Universidad v dada la Inexistencia
de pr('deteml¡na.ció~l normativa ni ,de contenido preceptivo alguno
re~pecto a los cnteflo~ que a tales .e~ectos h,lbnan de segUlrse. resulta
c.'ildcnte el <.I:poderamIento mconJH..'lOnado o. si se ¡)retiere. la plena
J¡be~ad elcctlya del Claustro para auoptar. entre todas las posibles, la
apelOn mayontanam~n~e considerada. más (onvcnicnte; c!cciún que, a
falta de. elementos obJetIVOS y normativos que la sustentaran, se habría
necesaf"!.am~nt~ de adoptar conforme a critenos de oponunidad o
COn'l.-'CflienCla lIbremente valorados y decididos por los claustrales.

Es ~bvio que .Ia simpk decisión de alterar o nwdificar en un
det.erml.na~o scntl~O la SImbología repn."Sentatíva d:: la institución
Unl'l.-'CrSitana. lleva Implícito un juicio de valor respecto de lüs simholos
pre.exls.ten~~s._Se considera que la nueva simbología id.:ntl1ica mejor a
la mslJ~uclon repre~~nt~da o desempeña de manera md') oportuna o
con\'emente la .funclOn tntegradora o .representativa que todo "imholo
comporta o, bsa y llanamente, satlstace o responde mejor a las

sensibilidades y prd:_'fC'!'(:ias de Jiversa índole de quienes con su voto
contribuyeron a 1.:1 aprobación de los nuevos dememos representativos
de la Umversidad. Es aSimismo patente que la plena libertad ekctiva del
Claustro para la adopción del escudo universitario incluía l:.I libertad de
innovación o modifkaclón dd hasta entonces vigente. sin que d respeto
o d mayor grado de respeto a la tradición y a la historia fuera el Úni<.:o
criterio que validamcnt~" pudieran tener en cuenta los claustrales al
deCidir. en legítimo cjercl(;Jo de su autonomía. el escuJo de 1a Uni\~·fsi ..
dad valenciana. Las nidencias históricas J las razones hcd.ldicas no
bastan. Slll más, para menoscabar el derecho fund:lmental de autonomía
universitaria ni, por eiJo mismo. para sustItuir los símbolos libre y
voluntariamente decididos por el Claustro Constituvente por otros qué
como los propuestos por la minoría disconforme. ·seguramente scría~
igual de lícitos y respetables, solo que no han sido los mayont:iriamellte
votados.

En un Estallo dcmot:r3tico J¡,: Derecho que proclama como valores
superiores del ordcnami\.~l1to la libertad yel pluralismo político. la vía
natura! de expresión de la idea y del contcnIdo que la sociedad -en
nuestro caso. la comunidad universitaria- tiene del interés público
vigente en cada momento. cuando se trata de la adopción de Acuerdos
que llevan consigo opciones de naturaleza primaria o prevalt.:ntemente
política -como los adoptados por el Claustro Constituyente en represen­
tación de la comunidad unh'ersitaria y en ejercicio de'su autonomía- lo
constituye la voluntad mayoritaria de los órganos representativos,
formada en debate público y a través de los procedimientos jurídicos
establecidos, cuya observancia queda sujeta en todo cas.o al control de
Jueces y Tribunales. A estos les corresponde asimismo la revisión
jurisdiccional de los poderes que la LRU otorga o reconoce a las
Universidades, de forma que ni padezca la legalidad ni la autonomía
universitaria. De ahí que este control judicial, de una parte, deberá
atenerse a la configuración legal de la autonomía universitaria sin
imponer a ésta límítes que no quiso establecer el legislador de la LRU,
)'. de otra, habrá de respefar el nudeo de libertad de la decisión. fruto
de la autonomia, que en cada caso se considere más conveniente o
adecuada a los intereses de la propia Universidad; pero lo que le está
vedado al órgano judictal es SItuar el control de legalidad en los confines
de la oportunidad de la decisión libremente adoptada en ejercicio de la
autonomía, y rehasarlos, como ha sucedido en el caso que no!> ocupa.

En consecuencia, dcbemos terminar diciendo sintéticamente que ¡os
argumentos de diversa natural.:za (históricos, emocionales, hI.Jraldicos),
pero todos eUos de oportunidad o conveniencia, fueron aducidos y
defendidos durante el proceso de formación de la voluntad· claustral y
no prosperaron ante la mayoria, que optó por cambiar los símbolos
emblemáticos de id Universidad de Valencia. Lo que no es posible es
convertir por vía judicial aquellos argumentos de oportunidad en
impedimentos jurídicos para el legítimo ejercicio por aquel Claustro
constituyente del derecho iundamcntal de autonomía universitaria. En
consecuencia procede dedarar legítimo aquel acuerdo, que no vulneró
ningún derecho fundament..1 ni contradice precepto legal alguno. y
anular las Sentencias que lo anularon.

FALLO

En atención a cuanto procede. el Tribunal Constitucional. POR LA
AL:TORIDAD QUE LE CONrJERE LA COt\STlTVClÓN DE LA. :\',\C¡ÓN
ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solú.:l1ad0 púr la Procuradora de 105 Tribunales
doila Esther Rodríguez e~rel. en represclltal'ion de la CIÚ,"efSiliaJ de
"'aknc13, y, en consecu\:noa:

l." Anular la Sen!cn(ia de la Sab S~gunda de lo Cont~nciosc­

Administrativo de la antigua Audiencb Tcrrltonal de Valencia. recaída
en el recurso contencioso-administrativo núm. 122/1986, \" b Sentencia
de la Sección Tercera de la Sala Tercera del Tribunal Supremo de 12 de
junio de 19QO. que desestimando el recurso de apelación núm. 960Jl 488
interpuesto contra aquélla. la confirmaba ímcgrameni.c.

2.u Dedara.r qUl: la Uni, ersidad de ValenCIa cn d kgítim,) l:JCrclClO
de su dl'recho tundamental de autonomía puede válidam",ntt' acordar
por el procedimiento kgal eSlablecido lo procedente acerca dd nombre
y características de sus simbolos represenr¡¡tÍ\ os. siendo en ~':Jnsccu::ncía

válido y f..'onforrne a [).,'recho el contenido dcl art. 12 J.e J,.)\ F~talUtos

aprobados por el U¡¡u,>tro Constitu\'enre el 6 de m2\O de 1<1S5 ".
posteriormente. por l),xreto d..::! Con~..:ll de la Generali<Í¡¡J \-"a~(l1Cia¡ía
172/1985, de 28 de octubre.

PubliQuese esla Scntl'Ocia en el <~Bokrin Olieíal del E:;t¡;J,w<

Dada en Madrid. a sd$ de junio de mil novecit'nl,,-',> nuventa y
uno.-Fral1ci~co Tomá~ y VaJicnte.-:-Fl'wundo Garda-Mon y Gonzalci­
Rl"gueral.-Carlos de la Vega Benayas.-Jcsus Leguina VilJa.-Luis López
Guerra.-Vicente Gimeno Scndra.-Firmados y rubricados.


